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Parece existir una general y cu-
riosa coincidencia respecto a la va-
loración negativa que merece el de-
sarrollo del Derecho de la Unión Eu-
ropea, singularmente en lo que se
refiere a la transposición de las di-
rectivas, desde la perspectiva de las
exigencias del Estado autonómico.
Sin embargo, el acuerdo se desva-
nece cuando nos interrogamos acer-
ca de la manera de corregir la situa-
ción. Esta obra pretende ofrecer un
diagnóstico completo y preciso de
los problemas existentes, así como
proponer una orientación general y
un conjunto de mecanismos para su
resolución. 

A tal fin, la investigación se es-
tructura en tres partes. En la pri-
mera se estudian los fundamentos
dogmáticos del problema, y entre
ellos los relativos a la distribución
del poder normativo en la Unión Eu-
ropea (M. AZPITARTE SÁNCHEZ), los
requisitos de la transposición de di-
rectivas diseñados por el Tribunal
de Justicia (X. ARZOZ SANTISTEBAN)
y la distribución interna de la res-
ponsabilidad por incumplimiento
del Derecho de la Unión (M. AZPI-
TARTE SÁNCHEZ). La segunda parte es
un estudio comparado y analítico
sobre la transposición de directivas.
En primera instancia se expone el
régimen de la transposición de di-
rectivas en diversos Estados com-
puestos (H. LÓPEZ BOFILL), para pa-
sar después a analizar la manera en
la que se ha procedido efectivamen-
te a realizar dicha transposición en

tres ámbitos significativos: el de las
directivas que inciden en la regula-
ción económica (T. DE LA QUADRA-
SALCEDO JANINI), el de las directivas
ambientales (A. NOGUEIRA LÓPEZ) y,
en fin, el de la regulación de los ser-
vicios en el mercado interior (J. M.
PÉREZ FERNÁNDEZ). Por último, el li-
bro se cierra con un estudio final en
el que se contrastan las experiencias
sectoriales analizadas con los pre-
supuestos constitucionales y euro-
peos de la transposición de directi-
vas y se propone un modelo de de-
sarrollo normativo del Derecho de
la Unión Europea alternativo al que
se ha materializado en España, más
respetuoso con las exigencias que
resultan del Estado autonómico
(X. ARZOZ SANTISTEBAN). 

El diagnóstico de la situación ac-
tual es, forzosamente, la crónica de
un principio constitucional fallido:
el de la no alteración de la distribu-
ción interna de competencias entre
el Estado y las Comunidades Autó-
nomas como consecuencia del De-
recho de la Unión (cfr., entre otras
muchas, SSTC 80/1993, 54/1990,
236/1991, 31/2010). El libro estudia
cuidadosamente el desplazamiento
competencial a favor del Estado que
se ha producido materialmente con
ocasión de la incorporación de las
directivas al ordenamiento interno:
analiza las causas que lo han moti-
vado, discute los argumentos cons-
titucionales que han pretendido jus-
tificarlo y, sobre todo, explica las téc-
nicas o instrumentos competenciales
a través de los cuales se ha produci-
do. El más relevante ha sido, solo o
en compañía de otros, el título com-
petencial del Estado relativo a las
bases y coordinación de la planifi-
cación general de la actividad eco-
nómica (art. 149.1.13.º CE). Como
es conocido, esa habilitación ampa-
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ra las «normas estatales que fijen las
líneas directrices y los criterios glo-
bales de ordenación de sectores eco-
nómicos concretos, […] las previ-
siones de acciones o medidas sin-
gulares que sean necesarias para
alcanzar los fines propuestos dentro
de la ordenación de cada sector»
(STC 95/1986), e incluso la aproba-
ción de «normativa estatal supletoria
[…] necesaria para garantizar el
cumplimiento del Derecho derivado
europeo» (STC 130/2013). El Tribu-
nal Constitucional prácticamente ha
renunciado a poner límites al Estado
cuando ejerce este título competen-
cial, lo cual ha tenido como conse-
cuencia el vaciamiento competen-
cial de las Comunidades Autónomas,
en lo que ahora importa, respecto a
las materias de su competencia so-
bre las que se aprueban directivas.
En relación con las directivas am-
bientales, al título horizontal seña-
lado se suman el relativo a la legis-
lación básica de protección del me-
dio ambiente (art. 149.1.23.º CE),
que está siendo objeto en los últimos
tiempos de una interpretación ex-
pansiva por parte de la doctrina
constitucional (STC 69/2013), y otros
títulos competenciales concurrentes.
En el caso de la transposición de la
Directiva de servicios, la Ley 17/2009
ha pretendido ampararse de manera
conjunta e indiferenciada en los tí-
tulos competenciales reservados al
Estado en el artículo 149.1.1.º, 13.º y
18.º CE (disposición final primera).

El resultado de todo ello es que
en materias compartidas entre el Es-
tado y las Comunidades Autónomas,
e incluso en materias de exclusiva
competencia autonómica, la trans-
posición de las directivas corre a car-
go casi exclusivamente del primero,
a costa del espacio competencial de
las segundas. El creciente protago-

nismo del legislador básico en la
transposición de directivas genera a
su vez, como efecto reflejo, una ma-
yor incertidumbre respecto de los lí-
mites y la subsistencia misma de la
competencia autonómica, que difi-
culta el cumplimiento por las Co-
munidades Autónomas de sus debe-
res relacionados con la transposi-
ción. Si a todo ello se añaden las
consecuencias de la doctrina cons-
titucional sobre el ius superveniens
autonómico tras la modificación so-
brevenida de las bases estatales, aca-
so no resulte sorprendente que las
propias Comunidades Autónomas
hayan tenido generalmente una ac-
titud prudente respecto a la posibi-
lidad de anticiparse en la transposi-
ción de directivas sobre materias de
su competencia, e incluso que el fe-
nómeno no haya dado lugar a una
importante conflictividad compe-
tencial. 

La expansión de los títulos com-
petenciales estatales suele justificar-
se en la necesidad de evitar el in-
cumplimiento del Derecho de la
Unión. En el libro se demuestra que
el argumento relativo al mayor in-
cumplimiento autonómico de los de-
beres relativos a la transposición de
directivas es, esencialmente, un mito
no respaldado por datos objetivos.
Un estudio empírico de la jurispru-
dencia del Tribunal de Justicia en
materia ambiental permite concluir,
en efecto, que sólo un veinte por
ciento de las condenas a España tie-
ne su origen en la ausencia de una
adecuada transposición de las di-
rectivas y que, dentro de las que sí
declaran incumplimientos normati-
vos, dos tercios son imputables al
Estado y sólo uno son autonómicos
o compartidos (A. NOGUEIRA LÓPEZ). 

Frente a la cuestionable deriva
centralizadora, en este libro se su-
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gieren diversos cursos de acción ten-
dentes a superar la asimetría entre la
distribución de competencias que
rige en la producción normativa
interna y la que gobierna efectiva-
mente la producción normativa di-
rigida a la transposición de directi-
vas; propuestas que, en otros térmi-
nos, aspiran a tomarse en serio la
distribución constitucional (y esta-
tutaria) de competencias (X. ARZOZ

SANTISTEBAN) y a lograr que la Cons-
titución vuelque su normatividad
también en la incorporación del De-
recho europeo (M. AZPITARTE SÁN-
CHEZ). En primer lugar, debería par-
tirse de que la competencia norma-
tiva de la Unión que se expresa a
través de directivas reduce de forma
directa, ante todo, el margen de ac-
tuación del legislador estatal. Y ello
ha de ser así especialmente cuanto
más detallada sea la regulación que
contienen. Si el Estado tiene com-
petencia para dictar la legislación
básica en relación con la materia re-
gulada por la directiva, ésta sólo sub-
sistirá en la medida en que la nor-
ma europea no agote el ámbito de
lo básico: de hacerlo, la intervención
autonómica debe resultar viable sin
necesidad de interposición estatal;
en otro caso, el Estado podrá desa-
rrollar la directiva hasta donde al-
cance lo básico de conformidad con
la doctrina constitucional y, por lo
tanto, respetando el espacio para la
legislación autonómica de desarro-
llo. El mismo criterio habría de se-
guirse en los casos en los que el Es-
tado carezca de título competencial
sectorial y pretenda recurrir a un tí-
tulo horizontal. La articulación de
las competencias normativas euro-
peas, estatales y autonómicas sobre
una misma materia es, desde luego,
problemática, pero ello no justifica el
incumplimiento del reparto consti-

tucional de competencias entre el
Estado y las Comunidades Autó-
nomas. 

En segundo lugar, en el libro se
realizan propuestas dirigidas a me-
jorar la articulación procedimental
del principio de no alteración (X. AR-
ZOZ SANTISTEBAN). Entre ellas se en-
cuentran la clarificación de las pau-
tas de actuación de los órganos de
la Administración central del Estado,
la visibilización procedimental de la
transposición autonómica de las di-
rectivas mediante la comunicación
sistemática de las iniciativas adop-
tadas a la Administración del Esta-
do, así como la mejora de los ins-
trumentos orgánicos de cooperación
interadministrativa para el desarro-
llo normativo de las directivas. Ante
las carencias propias de las confe-
rencias sectoriales y la inconvenien-
cia de mantener las prácticas y usos
desarrollados hasta la fecha, en esta
investigación se gira la vista al De-
recho comparado para proponer la
constitución de una red de corres-
ponsales de la transposición o un
grupo de alto nivel para la adapta-
ción del Derecho de la Unión, com-
puesto por enlaces del Estado y de
las Comunidades Autónomas. 

Finalmente, también se discute el
papel que corresponde a la respon-
sabilidad pecuniaria en el control del
cumplimiento de los deberes rela-
cionados con la correcta transposi-
ción de directivas, así como los pro-
blemas y posibles soluciones que
plantea la imputación de dicha res-
ponsabilidad al Estado y a las Co-
munidades Autónomas. Así, frente al
modelo de procedimiento adminis-
trativo y de reparto de la responsa-
bilidad por el que opta el Real De-
creto 515/2013, se plantea como po-
sible alternativa una solución de
inspiración alemana, en la que la res-
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ponsabilidad vendría predeterminada
en abstracto en función del tipo de
distribución competencial corres-
pondiente a la materia competencial
en la que tendría que encuadrarse la
directiva (M. AZPITARTE SÁNCHEZ). De
acuerdo con este planteamiento, que
no deja de presentar algunos proble-
mas, el reparto podría reflejar con
menor fidelidad la responsabilidad
de cada ente en el incumplimiento
declarado, pero contribuiría a fijar,
también en este contexto, el criterio
constitucional y estatutario de dis-
tribución de competencias. 

Este volumen es el resultado de
un proyecto de investigación finan-
ciado por el Institut d’Estudis Au-
tonòmics en el marco de una con-
vocatoria competitiva y, tal y como
se deriva de lo expuesto, su conteni-
do es de la máxima actualidad y re-
levancia, tanto desde el punto de vis-
ta de su contribución al esclareci-
miento de las diversas cuestiones
teóricas que subyacen a la transpo-
sición de directivas en el Estado au-
tonómico, como desde la perspecti-
va de las propuestas y soluciones
concretas que en él se realizan. 

Luis ARROYO JIMÉNEZ

Universidad de Castilla-
La Mancha

BOIX PALOP, Andrés, y MARZAL RAGA,
Reyes (eds.): Ciudad y movilidad.
La regulación de la movilidad ur-
bana sostenible, Publicacions de
la Universitat de València, 2014,
252 págs.

El crecimiento que han experi-
mentado nuestras ciudades en el

marco de una planificación urba-
nística sustancialmente mejorable,
la generalización del vehículo priva-
do como medio de transporte, las di-
ficultades a las que se enfrentan dia-
riamente los ciudadanos a la hora
de transitar por unas calzadas cada
vez más congestionadas y la prolife-
ración, como alternativa, de nuevas
formas de desplazamiento han de-
sembocado en una mayor preocu-
pación social, y académica, por la
movilidad. En el presente marco
aparece esta obra colectiva que apro-
xima transversalmente al lector a la
movilidad urbana sostenible; una
materia vidriosa cuyas fronteras de-
ben quedar bien delimitadas antes
de abordar una reforma normativa
que palie los problemas propios del
actual modelo de ciudad.

Desde finales del siglo XIX, los po-
deres públicos, lejos de permanecer
indiferentes ante los crecientes pro-
blemas de movilidad, han adoptado
una política activa orientada decidi-
damente a la adaptación de la ciu-
dad al automóvil, tal y como pone
de relieve Joan OLMOS. Sin embar-
go, los ciudadanos somos cada vez
más conscientes de que la perpetua-
ción de las disfunciones económicas
y medioambientales propias de este
escenario deviene insostenible. Com-
plicaciones que abarcan desde la po-
lución del aire y altos niveles de rui-
do hasta el incremento de la factura
energética en un país marcadamen-
te dependiente.

Hasta fechas recientes, las políti-
cas de movilidad se han valorado ex-
clusivamente en términos de accesi-
bilidad. Frente a ello, los autores no
tratan solo de diseñar unos núcleos
urbanos más accesibles, sino que
trazan el modo concreto en el que
debe materializarse este principio de
accesibilidad. Es decir, siendo el fin
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